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El Informe Jurídico realizado analiza los hechos que fueron materia del 
procedimiento administrativo sancionador, así como el procedimiento 
administrativo sancionador como tal. La infracción administrativa cometida 
contra el deber de idoneidad por parte de U.L. S.A.C. y la actuación de oficio por 
parte de la Secretaría Técnica de la Comisión de la Oficina Regional del 
INDECOPI Áncash sede Chimbote, son el motivo principal del análisis realizado, 
de igual forma la responsabilidad del señor P.J.I.R. en su calidad de Gerente 
General.  
 
U.L. S.A.C. era la organizadora del evento “Megaecoferia Internacional 2019”, 
en donde se debían de presentar diversos grupos musicales, pero por problemas 
internos e informalidades de la propia empresa, el Gerente General P.J.I.R.  
decidió cancelar la presentación del día domingo 02 de junio de 2019, lo que 
motivo el inicio del procedimiento sancionador de oficio y posterior sanción por 
parte de la autoridad administrativa tanto a la empresa como a su representante 
legal al haber participado de la decisión infractora. 
 
Dicha sanción fue reducida en segunda instancia para la empresa y anulada para 
el señor P.J.I.R., encontrando contradicción con los documentos probatorios que 
se encontraban en el expediente. 
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I. RELACIÓN DE PRINCIPALES HECHOS EXPUESTOS POR LAS PARTES 

INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 
 
 

1. El 16 de abril del 2019, el señor P.J.I.R. como representante de U.L. 
S.A.C. en calidad de Organizador del Evento denominado “Megaecoferia 
Internacional 2019”, firmò el Documento de Retenciòn de Depòsito” con 
APDAYC, en cumplimiento con lo establecido en el artículo 114°, 115° y 
demás pertinentes del D.L. N° 822 – Ley sobre el Derecho de Autor. 
 

2. El viernes 31 de mayo y el domingo 02 de junio de 2019, dentro del evento 
denominado “Megaecoferia Internacional 2019”, estaban programados y 
no se presentaron los siguientes grupos musicales: 
 

(i) Son Tentación 
(ii) Armonía 10 
(iii) Los Caribeños de Guadalupe 
(iv) Los Campesinos de Bambamarca 

 
 

3. Con fecha 03 de junio de 2019, se publicó en el portal web 
“Diariodechimbote.com” el artículo titulado como “MEGA ECOFERIA 
TERMINA MAL Y ORQUESTAS SE NEGARON A SALIR POR 
INCUMPLIMIENTO”, al igual que en otras noticias web. 
 

4. El día 03 de junio de 2019, la Secretaría Técnica tomó conocimiento a 
través de lo informado en la red social “Facebook” que durante el evento 
“Megaecoferia Internacional 2019” no se presentaron los grupos 
musicales publicitados, señalando que se canceló el evento debido a que 
los organizadores no habían cumplido con el pago a los artistas. 
 

5. Mediante Carta N° 0068-2019/INDECOPI-CHT, su fecha 03 de junio de 
2019, la Secretaría Técnica de la Comisión de la Oficina Regional del 
INDECOPI Áncash sede Chimbote (en adelante, la Secretaría Técnica), 
solicitó a la Asociación Peruana de Autores y Compositores – APDAYC 
que remita los siguientes documentos: 
 

- Copia del contrato, autorización y/o cualquier otra 
documentación que considere importante, respecto del 
evento denominado “Megaecoferia Internacional de Nuevo 
Chimbote”, el mismo que contaría con la participaciòn de 
distintos grupos musicales. 
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- Informar cuales fueron los artistas y/o grupos musicales que 
fueron declarados por el promotor y/o organizador del 
referido evento, e; 

- Informar que artistas y/o grupos musicales no se presentaron 
al evento en mención. 

 
6. Así mismo, mediante Carta N° 0069-2019/INDECOPI-CHT, su fecha 03 

de junio 2019, la Secretaría Técnica requirió a U.L. S.A.C. para que 
cumpla con informar lo siguiente: 
 

- Precisar si la empresa U.L. S.A.C., identificada con R.U.C. 
N° 00000000000 fue la promotora del evento denominado 
“Megaecoferia Internacional 2019”; 
 

- Cuál es el motivo por el cual los grupos musicales (i) Son 
Tentación; (ii) Armonía 10; (iii) Los Caribeños de Guadalupe, 
y; (iv) Los Campesinos de Bambamarca, no se presentaron 
al evento denominado “Megaecoferia Internacional; 
 

- Informar si hubo otros artistas y/o grupos musicales, aparte 
de los mencionados en el punto anterior, que no se 
presentaron al referido evento; 

 
- Informar cuales fueron las medidas adoptadas ante la no 

presentación de los grupos musicales. 

 
7. A través de correo electrónico del mismo 03 de junio del 2019, APDAYC 

en cumplimiento con requerimiento de la Carta N° 0068-2019/INDECOPI-
CHT, remitió a la Secretaría Técnica los siguientes documentos: 

 
- DNI del señor P.J.I.R.; 

 
- Documento de retención en depósito; y, 

 
- Tres (3) autorizaciones para la comunicación pública de 

obras musicales. 

 
8. Con fecha 04 de junio de 2019, la Secretaría Técnica solicitó al Alcalde 

de la Municipalidad Distrital de Nuevo Chimbote que brinde la información 
sobre los organizadores del evento “Megaecoferia Internacional 2019” y 
los detalles de la participación de la Municipalidad (autorizaciones, si 
formó parte de la organización, etc.) 
 

9. Con escrito fecha el 07 de junio de 2019, U.L. S.A.C. presentó un escrito 
señalo lo siguiente: 
 

- Es la promotora del evento “Megaecoferia Internacional 
2019”; 
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- La empresa presenta un déficit de S/ 600,000.00 (seiscientos 

mil con 00/100 soles); 
 

- Se contrató a la empresa BK TECH, para que imprima las 
entradas y lleve a cabo la verificación y control del acceso al 
público; 
 

- Sufrieron el robo y estafa en la venta de entradas; motivo por 
el cual, tuvieron que cancelar los grupos programados para 
el domingo 02 de junio de 2019; 

 
- No se presentaron los siguientes grupos: Son tentación, 

Armonía 10, Los Caribeños de Guadalupe, y Los 
Campesinos de Bambamarca, y; 

 
- El aforo programado para el 02 de junio, era 

aproximadamente de 30 personas, por lo que se canceló el 
concierto programado para dicha fecha y se procedió a 
devolver las entradas a las personas que se pudieron 
identificar, faltando devolver el dinero a las personas no 
identificadas, presentando las fotografías que acreditan el 
hecho. 

 
10. El 13 de junio de 2019, el señor P.J.I.R. presento denuncia penal ante la 

Fiscalía Provincial de Chimbote contra quienes resulten responsables, por 
la presunta comisión del delito contra el patrimonio, en la modalidad de 
Estafa Agravada y delito contra la Fe Pública, en la modalidad de 
Falsificación de documentos, ello en agravio de U.L. S.A.C. 
 

11. La Segunda Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Nuevo Chimbote, 
mediante la Disposición N° UNO, de fecha 10 de julio de 2019, apertura 
investigación preliminar señalando fechas para recibir las declaraciones 
de los implicados. 
 

12. Con fecha 18 de julio de 2019, la Secretaría Técnica emitió la Resolución 
N° 1 mediante la cual da inicio al Proceso Adminsitrativo Sancionador por 
iniciativa de la autoridad contra U.L. S.A.C. y el señor P.J.I.R., por la 
presunta infracción al deber de idoneidad contenido en el artículo 19° del 
Código de Protección y Defensa del Consumidor, en concordancia con el 
artículo 111° del mismo cuerpo normativo. 
 

13. La Segunda Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Nuevo Chimbote, el 
14 de agosto de 2019, emitió Disposición Fiscal N° UNO, dispone 
acumular la Carpeta Fiscal N° 3106014504-2019-1024-0 a la Carpeta 
Fiscal N° 3106064502-2019-1502-0, por la existencia de identidad 
objetiva y subjetiva. 
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14. El 03 de setiembre de 2019, mediante la Disposición N° DOS, la Segunda 
Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Nuevo Chimbote, dispuso la 
ampliación del plazo de investigación por el plazo de sesenta (60) días 
respecto a la denuncia presentada por el señor P.J.I.R. en agravio de U.L. 
S.A.C. 
 

15. Con fecha 28 de octubre de 2019, la Secretaría Técnica emitió el Informe 
Final de Instrucción N° 0068-2019/CPC-INDECOPI-CHT mediante el cual 
se recomienda declarar fundado el procedimiento iniciado de oficio en 
contra de U.L. S.A.C. y el señor P.J.I.R.  por infracción a los artículos 19° 
y 111° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, e imponer a 
ambos una sanción con multa de veinte (20) y dos (2) Unidades 
Impositivas Tributarias, respectivamente. 
 

16. Con fecha 04 de noviembre de 2019, la Secretaría Técnica emitió la 
Resolución N° 2 mediante la cual resuelve agregar al expediente 
administrativo el Informe Final de Instrucción N° 0068-2019/CPC-
INDECOPI-CHT, así como ponerlo en conocimiento de las partes del 
proceso; del mismo modo, pone a disposición de la Comisión el 
expediente. 
 

17. Con fecha 19 de noviembre de 2019, el señor P.J.I.R., en su calidad de 
Gerente General de U.L. S.A.C., presento un escrito señalando 
principalmente que: 
 

(i) Por motivo de causa fortuita, por el robo sufrido y las entradas 
no vendidas, decidieron cancelar y devolver el precio de las 
entradas. 
 

(ii) Las noticias publicadas sobre lo sucedido en el evento 
“Megaecoferia Internacional 2019” no estuvieron acorde a la 
realidad de los hechos. 
 

(iii) Lo mencionado en el informe es totalmente falso. 
 

18. En esa misma fecha, 19 de noviembre de 2019, la Comisión de la Oficina 
Regional de INDECOPI Ancash – Sede Chimbote emitió la Resolución 
Final N° 0256-2019/INDECOPI-HT, resolviendo: 
 

(i) Sancionar a U.L. S.A.C. por infracción al artículo 19° de la Ley 
N° 29571, del Código de Protección y Defensa del 
Consumidor, imponiéndole una multa de diez (10) UIT;  
 

(ii) Sancionar al señor P.J.I.R. en aplicación al artículo 111° del 
Código de Protección y Defensa del Consumidor, 
imponiéndole una multa de tres (3) UIT;  
 

(iii) Ordenar a U.L. S.A.C. como medida correctiva que en el plazo 
de quince (15) días hábiles, cumpla con realice la publicación 
del cronograma de devoluciones de las entradas de la 
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presentación de los grupos que no asistieron durante sesenta 
(60) días calendario, precisando el lugar de devolución, el 
horario de atención y los documentos que deben de presentar 
los consumidores para solicitar la devolución de su dinero; y, 

 
(iv) Dispones la inscripción de U.L. S.A.C. y el señor P.J.I.R. en el 

Registro de Infracciones y Sanciones del INDECOPI. 
 

19. Con fecha 20 de noviembre de 2019, el señor P.J.I.R. presentó escrito 
adjuntando la denuncia penal interpuesta ante la Fiscalía Provincial Penal 
Corporativa de Nuevo Chimbote y anexos que sustentan la misma, 
disposición de acumulación, declaración personal y disposición de 
ampliación de investigación preliminar, con el objeto de sustentar el 
motivo por el que se canceló la presentación del día domingo 02 de junio 
de 2019 del evento “Megaecoferia Internacional 2019”. 
 

20. Mediante Resolución N° 02, de fecha 02 de diciembre de 2019, la 
Secretaría Técnica, resolvió agregar los escritos presentados por el señor 
P.J.I.R. al expediente y que se esté a lo resuelto en la Resolución Final 
N° 0256-2019/INDECOPI-CHT. 
 

21. Con fecha 20 de diciembre de 2019, el señor P.J.I.R. en su calidad de 
representante de U.L. S.A.C., interpuso recurso de apelación contra la 
Resolución Final N° 0256-2019/INDECOPI-CHT, señalando entre otras 
cosas, que: 
 

(i) Existe una denuncia, demostrando que no se trata de un 
dicho, sino de que realmente han sido burlados, sorprendidos 
y afectados. 
 

(ii) No tiene responsabilidad personal sobre el particular. 
 

(iii) No existe beneficio ilícito por parte de la organizadora. 
 

(iv) Existió una causa fortuita que impidió que se realice el evento. 
 

22. Por medio de la Resolución N° 04, su fecha 27 de diciembre de 2019, la 
Secretaría Técnica concedió el recurso de apelación presentado por el 
señor P.J.I.R. contra la Resolución Final N° 0256-2019/INDECOPI-CHT, 
emitida el 19 de noviembre de 2019. 
 

23. Con fecha 06 de enero de 2020, la Secretaría Técnica dio razón de un 
error en la notificación a U.L. S.A.C., por lo que se resuelve volver a 
notificar la Resolución N° 4 fechada el 27 de diciembre de 2019. 
 

24. Luego de ello, mediante Resolución N° 05, de fecha 07 de enero de 2020, 
la Secretaría Técnica resolvió que debido a que U.L. S.A.C. no presentó 
copia de los poderes de representación del señor P.J.I.R. y no subsano 
en el plazo entregado, se resuelve tener por no presentado el recurso de 
apelación de U.L. S.A.C. del 16 de diciembre de 2019 y por ende declarar 
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consentida la Resolución Final N° 0256-2019/INDECOPI-CHT en el 
extremo dirigido contra U.L. S.A.C. 
 

25. Con fecha 08 de enero de 2020, el señor P.J.I.R. en su calidad de 
representante legal de U.L. S.A.C., presentó un escrito adjuntando la 
vigencia de poder requerida a través de la Resolución N° 04. 
 

26. El 14 de enero de 2020, la Secretaría Técnica emitió la Resolución N° 6, 
mediante la cual agrega el escrito antes presentado por el señor P.J.I.R 
al expediente y resuelve que U.L. S.A.C. esté a lo dispuesto en la 
Resolución N° 5. 
 

27. Con fecha 17 de enero de 2020, la Secretaría Técnica emitió la 
Resolución N° 7, mediante la cual declara la nulidad de las Resoluciones 
N° 5 y N° 6 y concede el recurso de apelación presentado por U.L. S.A.C. 
 

28. Con fecha 24 de febrero de 2020, se emitió el proveído N° 1, mediante el 
cual se informa que las partes podrán apersonarse ante esta instancia a 
fin de sustentar las posiciones. 
 

29. Finalmente, con fecha 02 de setiembre de 2020, se emitió la Resolución 
N° 1459-2020/SPC-INDECOPI, con la que el Tribunal de Defensa de la 
Competencia y de la Propiedad Intelectual confirmo la resolución apelada 
en el extremo en el que se halló responsable a U.L. S.A.C. por infracción 
al deber de idoneidad, contenido en el artículo 19° del Código de 
Protección y Defensa del Consumidor; al mismo tiempo revocó el extremo 
referido a la responsabilidad del Gerente General, en aplicación del 
artículo 111° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, 
archivando el procedimiento sancionador iniciado en contra del señor 
P.J.I.R. y dejando sin efecto la sanción impuesta en su contra y la medida 
correctiva dictada. Al mismo tiempo, reduce la multa impuesta a Urban 
Life de diez (10) UIT a cinco (5) UIT. 

 
 
II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 
 
 
De acuerdo con el artículo 65° de la Constitución Política del Perú (1993), es 
obligación del Estado defender el interés de los consumidores y usuarios, 
garantizando el derecho a la información, la salud y la seguridad de la población 
sobre los bienes y servicios que se encuentran en el mercado. 
 
La función tuitiva del Estado en el Derecho del Consumidor, es relevante debido 
a la asimetría informativa que existe entre los consumidores y proveedores, 
siendo estos últimos quienes mantienen una posición ventajosa debido a que 
cuentan con mayor y mejor información sobre el producto o servicio que ofrece 
en el mercado, motivo por el que se le imponen obligaciones como son el deber 
de idoneidad y el deber de información. 
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Podríamos decir que “Los problemas de idoneidad y de información pueden ser 
considerados como las dos caras de la misma moneda. La idoneidad es la falta 
de coincidencia entre lo que el consumidor espera y lo que el consumidor recibe. 
Pero, a su vez, lo que el consumidor espera depende del nivel de información 
que ha recibido. (…)” (Bullard Gonzáles, 2011) 
 
Ahora bien, en consecuencia con lo dispuesto en el marco constitucional, el 
artículo 107° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, establece que 
los procedimientos administrativos son iniciados de oficio, ya sea por iniciativa 
propia de la autoridad, por denuncia de un consumidor afectado, o asociaciones 
de consumidores.  
 
Un ejemplo de la aplicación del artículo 107° del Código de Protección y Defensa 
del Consumidor es el presente caso, en donde la Comisión de la Oficina Regional 
del INDECOPI de Ancash – sede Chimbote, da inicio al procedimiento 
administrativo sancionador contra U.L. S.A.C. y el señor P.J.I.R. en su calidad 
de Gerente General de U.L. S.A.C., como iniciativa propia de la autoridad por la 
presunta infracción al artículo 19° del Código en concordancia con el artículo 
111° del mismo cuerpo legal, al tomar conocimiento de lo sucedido en el cuarto 
día del evento “Megaecoferia Internacional 2019”, domingo 02 de junio de 2019, 
sancionando finalmente tanto a la empresa como a su gerente general, el señor 
P.J.I.R. 
 
En dicho sentido, debemos de identificar los principales problemas jurídicos 
contenidos en el expediente, teniendo en consideración las actuaciones de las 
partes, el análisis, las omisiones y contradicciones en las que pueda haber 
incurrido la Comisión o el Tribunal, por lo que podemos resaltar los siguientes 
problemas jurídicos dentro del expediente: 
 

1. Determinar si realmente existió una vulneración a los artículos 18° y 19° 
del Código de Protección y Defensa del Consumidor por parte de Urban 
Life. 
 

2. Determinar si existió responsabilidad solidaria por culpa inexcusable de 
parte del señor P.J.I.R.  en su calidad de Gerente General de la empresa 
U.L. S.A.C. 
 

3. Determinar si la motivación utilizada por la Sala Especializada en 
Protección al Consumidor dentro de la Resolución N° 1459-2020/SPC-
INDECOPI es coherente y respetuosa del deber de debida motivación de 
las resoluciones. 

 
En base a ello, debemos de realizar un análisis individual de cada uno de los 
problemas jurídicos antes expuestos, de acuerdo con la normativa aplicable al 
presente caso: 
 
 

1. Respecto a si realmente existió una vulneración a los artículos 18° y 
19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor por parte de 
Urban Life. 
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El artículo 18° del Código de Protección y Defensa del Consumidor define 
la idoneidad, entendiéndose la misma, como la correspondencia entre el 
producto o servicio que recibe el consumidor y la expectativa razonable 
que tenía sobre los mismos. 
 
El artículo 19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, regula 
las obligaciones de los proveedores frente a los consumidores, entre 
otras, el deber de idoneidad y por ende la conformidad entre la publicidad 
de los productos y servicios y los mismos. 
 

La Sala Especializada en Protección Al Consumidor, ha desarrollado dentro de 
su Resolución N° 2547-2015/SPC-INDECOPI el deber de idoneidad, 
definiéndolo de la siguiente manera: 

 
El deber de idoneidad no impone al proveedor la obligación de brindar una 
determinada calidad de productos a los consumidores, sino simplemente 
de entregarlos con ciertas características o estándares definidos por la ley 
(garantía legal), con las condiciones ofrecidas y acordadas (garantía 
expresa) o en función a su propia naturaleza y su aptitud para satisfacer 
la finalidad para la cual han sido puestos en el mercado (garantía implícita) 
atendiendo a las circunstancias del caso. (Resolución N° 2547-2015/SPC-
INDECOPI, 2015) 
 

Asimismo, en la misma Resolución N° 2547-2015/SPC-INDECOPI, la Sala ha 
determinado que, “…el sistema de protección al consumidor tiene por finalidad 
sancionar a aquellos proveedores que ponen a disposición de los usuarios 
productos o servicio defectuosos como también aquellos que no cumplen con 
sus expectativas de acuerdo a las condiciones ofrecidas…” (Resolución N° 2547-
2015/SPC-INDECOPI, 2015) 

 
En el caso concreto, tenemos que U.L. S.A.C. publicitó por distintos 
medios la realización del evento llamado “Megaecoferia Internacional 
2019”, en donde participarían distintos grupos musicales desde el 30 de 
mayo hasta el 02 de junio del mismo año, brindando la información a los 
consumidores de que determinados grupos musicales se presentarían en 
cada una de las fechas programadas, creando así una expectativa 
razonable sobre el servicio que se brinda en el evento de acuerdo a la 
información expuesta por el mismo proveedor. 
 
En virtud a ello, es que debemos de hacer el análisis de acuerdo con las 
garantías, tal como lo determina la Sala de Protección al Consumidor, 
para así poder determinar si ha habido verdaderamente una infracción al 
deber de idoneidad. Debiendo, de ser el caso, existir un incumplimiento 
de una garantía legal, explícita o implícita. 
 

a. Sobre las garantías legales: 
 
Las garantías legales, aquellas que están contenidas en un 
mandato legal y que son obligatorias para la comercialización 
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de un producto o un servicio, teniendo esta primacía sobre las 
garantías explícitas e implícitas. 
 
Ello nos lleva a trasladarlos al caso concreto. U.L. S.A.C. ofreció y 
publicitó que para el evento “Megaecoferia Internacional 2019”, se 
presentaría el 31 de mayo el grupo Son Tentación y el domingo 02 
de junio se presentarían Armonía 10; Los Caribeños de Guadalupe 
y Los Campesinos de Bambamarca, grupos musicales que por 
distintos motivos no se presentaron en las referidas fechas. 
 
Sin embargo, de lo determinado en el artículo 19° del Código de 
Protección y Defensa del Consumidor, que determina la 
responsabilidad de los proveedores que no cumplan con guardar 
la conformidad entre lo que muestra la publicidad comercial y el 
producto o servicio entregado, no podemos considerar que una 
garantía legal pueda definir la idoneidad en el presente caso, pues 
la garantía contenida en dicho artículo no se materialice como un 
requisito sin el cual no se permite la prestación del servicio. 
 

b. Sobre la garantía implícita: 
 
Las garantías implícitas, son aquellas que no se encuentran 
contempladas dentro de las garantías legales o las garantías 
explícitas, siendo normalmente aquellas que cubren los fines y 
usos previsibles para los que son adquiridos los bienes o servicios. 
Estas son consideradas como el último recurso en la línea de 
protección al consumidor. 
 
En el caso en materia, no se puede determinar la idoneidad a 
través de una garantía implícita, no obstante, se trata de un fin 
previsible para el que fueron adquiridas las entradas, se deben 
tener en consideración que los grupos que se iban a presentar son 
parte de los términos y condiciones de adquisición y también un 
ofrecimiento en los medios publicitarios. 
 

c. Sobre la garantía explícita: 
 
Las garantías explícitas, son aquellas que se derivan de los 
términos y condiciones que se ofrecen de manera expresa de 
parte del proveedor al consumidor a través de distintos 
medios como el contrato, el etiquetado del producto, la 
publicidad o cualquier otro medio que permita su 
comprobación de manera eficaz. Las garantías explícitas no 
pueden ser desplazadas por las implícitas. 
 
Se puede decir que en el presente caso se debe de medir la 
idoneidad de acuerdo con las garantías explícitas del contrato de 
consumo generado de la compra de las entradas por parte de los 
consumidores, pues como podemos observar, la adquisición de las 
entradas para el jueves 31 de mayo y domingo 02 de junio tenía 
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como contraprestación del consumidor la presentación de los 
grupos musicales, siendo el mismo establecido en las entradas y 
en los medios publicitarios que la misma empresa, U.L. S.A.C., 
publicito.  
 
De acuerdo con dicho análisis, se puede determinar la infracción al 
deber de idoneidad con la aplicación de las garantías explícitas. 
 

Ahora bien, en el presente caso, nos encontramos con que las entradas 
fueron compradas para la presentación de los grupos musicales (i) Son 
Tentación; (ii) Armonía 10; (iii) Los Caribeños de Guadalupe; y, (iv) Los 
Campesinos de Bambamarca, y en dicho sentido fue que se realizó la 
publicidad del evento. 
 
De acuerdo con los actuados y los medios probatorios presentados, se 
puede determinar fehacientemente que el día domingo 02 de junio se 
canceló la presentación antes mencionada, hecho que atenta contra la 
expectativa razonable que tenían los consumidores de acuerdo a la 
información brindada por el proveedor, U.L. S.A.C., ello de acuerdo a las 
garantías explícitas del servicio ofrecido. 
 
Cabe mencionar al respecto, que el señor P.J.I.R. alego que su 
representada (U.L. S.A.C.) había sido víctima de robo y estafa y que él 
mismo realizó la devolución del costo de las entradas a los consumidores 
el día 02 de junio, pero ninguno de los dos hechos fue acreditado con 
medios probatorios, siendo así que lo alegado se limita únicamente a su 
decir, puesto que sus alegaciones no tienen más que un carácter de 
declaración jurada. 
 
En respuesta a ello, U.L. S.A.C. alegó que, de acuerdo con el segundo 
párrafo del artículo 104° del Código de Protección y Defensa del 
Consumidor, existía una exoneración de su responsabilidad al haber sido 
víctima de robo y estafa, manifestando que había sido un hecho fortuito el 
que le habría impedido brindar el servicio. 
 
Cabe precisar que de ser el caso de que procediera señalar una causal 
de exoneración, es decir, en el caso de que el señor P.J.I.R. hubiese 
probado sus alegaciones, sería aplicable la causal de exoneración de 
“hecho determinante de un tercero” y no la de caso fortuito; pero en el 
presente caso, como en todo procedimiento administrativo o proceso en 
general, cada parte debe de probar lo que alega y una manifestación no 
es suficiente para probar un hecho en particular. 
 
Siendo así que, si U.L. S.A.C. hubiera presentado medios probatorios que 
acrediten el hecho de haber sido víctimas de robo y estafa, habríamos 
podido llegar a determinar que si fueron víctimas de dicho delito y por 
ende si se encontrarían exonerados de responsabilidad administrativa en 
el procedimiento sancionador por hecho determinante de tercero 
contemplado en el segundo párrafo del artículo 104° del Código de 
Protección y Defensa del Consumidor. 
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Entonces, podemos concluir que, midiendo la idoneidad de acuerdo con 
lo referido a las garantías explícitas, si existió una vulneración al deber de 
idoneidad por parte de U.L. S.A.C. y no resulta aplicable una situación de 
exoneración de responsabilidad administrativa, pues no ha sido probada 
por la empresa con los respectivos medios probatorios en el transcurso 
de todo el procedimiento. 
 
 

2. Determinar si existió responsabilidad solidaria por culpa 
inexcusable de parte del señor P.J.I.R. como Gerente General de U.L. 
S.A.C. 
 
El artículo 111° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, 
establece que de forma excepcional y de acuerdo a la gravedad y 
naturaleza de la infracción, quienes ostenten el cargo de dirección, 
administración o representación del proveedor tendrán 
responsabilidad solidaria, siempre que participen con dolo o culpa 
inexcusable en el proceso de ejecución de la infracción. 
 
Sobre este punto particular, hay que resaltar la contradicción de 
posiciones entre la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi Áncash 
– Sede Chimbote y la Sala Especializada en Protección al Consumidor, 
en la que la primera instancia (la Comisión) si imputa responsabilidad al 
señor P.J.I.R., por su participación durante la comisión de la infracción 
mientras que la segunda instancia (la Sala) no le imputa responsabilidad, 
teniendo como motivación de que el señor P.J.I.R. no habría participado 
en ningún punto en la comisión de dicha infracción, ignorando lo alegado 
por el mismo imputado. 
 
Al respecto, debemos de considerar también que en cada uno de los 
escritos presentados como representante de U.L. S.A.C. y como persona 
natural, el señor P.J.I.R. demostró tener una participación activa en cada 
uno de los procesos de realización del evento y en la toma de decisiones, 
es decir, como Gerente General no solo tenía funciones gerenciales, sino 
también operativas. 
 
Es así que, podemos señalar los siguientes actos desarrollados por el 
señor P.J.I.R. que demuestran su participación como un agente no solo 
gerencial sino también operativo: 
 

I. Realizar la cancelación a APDAYC por el uso de obras musicales 
que representan y administran para la realización del evento 
“Megaecoferia Internacional 2019”. 
 

II. Realizar las coordinaciones y la contratación de BKTECH para que 
brinden el servicio de impresión de entradas con las medidas de 
seguridad necesarias, así como su control para el ingreso al 
evento. 
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III. Ordenar la cancelación del cuarto día del evento del domingo 02 
de junio. 
 

IV. Ordenar la devolución del precio de las entradas a quienes 
muestren el ticket original. 

 
En cada uno de dichos actos, el señor P.J.I.R. demostró una función 
gerencial y operativa en la empresa U.L. S.A.C., siendo que al momento 
en el que canceló el evento, tuvo una participación directa en la infracción 
administrativa imputada a la empresa. 
 
Cabe precisar, que dicha situación fue producida única y exclusivamente 
por su culpa inexcusable, pues no guardó los cuidados y previsiones 
legales para evitar dicha situación y terminar defraudando las 
expectativas de los consumidores. 
 
Sobre el particular, podemos precisar que la Sala ha señalado en distintas 
oportunidades lo siguiente: 
 
“Como se aprecia, el presupuesto para la aplicación del artículo 111° del 
Código es la constatación por parte de la autoridad administrativa de una 
infracción al Código incurrida por el proveedor, esto es, previamente debe 
de haber quedado determinada la responsabilidad de este último por la 
vulneración de las normas de protección al consumidor.”. (Resolución N° 
1885-2021/SPC-INDECOPI, 2021) 
 
Complementando en la misma Resolución que: 
 
“En efecto, más allá de las facultades que la persona jurídica haya 
otorgado a sus representantes mediante poderes de representación, la 
aplicación del artículo 111° del Código se restringe a aquellos casos en 
los que el representante haya participado con dolo o culpa inexcusable en 
el planeamiento, realización o ejecución de la infracción acreditada.” 
(Resolución N° 1885-2021/SPC-INDECOPI, 2021) 
 
Pero, en el presente caso, como se mencionó anteriormente, la Sala ha 
sido de la posición de que el señor P.J.I.R. no tuvo participación en el 
hecho infractor, pero no toma en consideración que la decisión de 
cancelar la función del domingo día 02 de junio, fue tomada por el mismo 
señor P.J.I.R. en su calidad de Gerente General y que inclusive él tenía la 
responsabilidad de garantizar que se lleve a cabo la función sin importar 
los problemas operativos y/o económicos que se presenten durante la 
ejecución de un servicio, quedando acreditada la participación del señor 
Izquierdo en la infracción atribuida y comprobada a U.L. S.A.C. 
 
Podemos llegar a determinar a forma de conclusión que el señor P.J.I.R. 
sí tenía responsabilidad solidaria por culpa inexcusable sobre la infracción 
atribuida a U.L. S.A.C. 
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3. Determina si existió una debida motivación de la Resolución N° 1459-
2020/SPC-INDECOPI 
 
El Tribunal Constitucional ha señalado que: “El derecho a la motivación 
de las resoluciones administrativas es de especial relevancia. Consiste en 
el derecho a la certeza, el cual supone la garantía de todo administrado a 
que las sentencias estén motivadas, es decir, que exista un razonamiento 
jurídico explícito entre los hechos y las leyes que se aplican.”. (Resolución 
N° 00744-2011-AA, 2011) 
 
En dicho sentido, el numeral 5 del artículo 139° de la Constitución Política, 
se encuentra reconocido el derecho a la debida motivación de las 
resoluciones, al igual que en el numeral 2 del artículo IV del Título 
Preliminar de la Ley de Procedimiento Administrativo General – Ley 
27444° y el numeral 2 del artículo 248° del mismo cuerpo normativo. 
 
Sobre el particular, es preciso señalar que: “La incorporación del debido 
proceso al procedimiento -en particular en materia sancionadora- conlleva 
asumir el más amplio sistema de garantías inherentes a la dignidad de las 
personas, orden a obtener decisiones justas.” (Morón Urbina, 2020) 
 

Para poder realizar el correcto análisis en este punto, nos debemos de remitir a 
lo señalado en reiterada jurisprudencia del Tribunal Constitucional, que ha 
señalado que la vulneración al derecho constitucionalmente garantizado del 
derecho a la debida motivación, se delimita entre otros supuestos a los siguientes 
supuestos: 

 
a. Inexistencia de motivación o motivación aparente. 
b. Falta de motivación interna del razonamiento. 
c. Deficiencias en la motivación externa; justificación de las premisas. 
d. Motivación insuficiente. 
e. Motivación sustancialmente incongruente. 
f. Motivación cualificada. 
 

En el presente caso, delimitaremos la vulneración del derecho/deber a la debida 
motivación de acuerdo con las “Deficiencias en la motivación externa; 
justificación de las premisas”, la cual ha sido desarrollada por el Tribunal 
Constitucional en múltiples oportunidades de la siguiente manera: 

 
“c. Deficiencias en la motivación externa; justificación de las premisas. El 
control de la motivación también puede autorizar la actuación del juez 
constitucional cuando las premisas de las que parte el Juez no han sido 
confrontadas o analizadas respecto de su validez fáctica o jurídica. (…)” 
(Resolución N° 0896-2009/PHC-TC, 2009) 
 

En dicho entendido, nos debemos de remitir a la Resolución N° 1459-2020/SPC-
INDECOPI, en la cual la Sala plantea premisas que no son confrontadas 
respecto a su validez fáctica. 
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Un claro ejemplo de ello, es la atribución de responsabilidad de U.L. 
S.A.C. aunado a una narrativa que resalta lo gravoso de la infracción, pero 
en su parte resolutiva decide reducir la multa a la mitad. 
 
Del mismo modo, en el caso de la responsabilidad como Gerente General 
del señor P.J.I.R., tenemos que la Sala no realiza un análisis fáctico sobre 
los medios probatorios y escritos presentados por la parte, que de su 
lectura se llega a evidenciar la clara y constante participación de parte del 
señor P.J.I.R. en las acciones de U.L. S.A.C., siendo él quien tomó la 
decisión de cancelar el evento, hecho que dio lugar a la infracción al deber 
de idoneidad por parte de U.L. S.A.C. y que motiva que la Sala le 
encuentre responsabilidad al proveedor. 
 
De acuerdo con ello, podemos inferir que la Sala infringió su deber de una 
debida motivación de sus resoluciones, dado que no considero dentro de 
su análisis, los escritos y pruebas que evidenciaban la participación y 
responsabilidad del señor Izquierdo en la toma de la decisión de cancelar 
el evento. 
 
 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 
IDENTIFICADOS 

 
 

1. Respecto a la infracción al deber de idoneidad por parte de U.L. 
S.A.C. 
 
Soy de la opinión de que sí existió una infracción al deber de idoneidad 
de parte de U.L. S.A.C. puesto que, para la realización de eventos de 
las características y envergadura de “Megaecoferia Internaciòn 2019”, 
se debe tener un respaldo económico que salvaguarde y garantice 
que se va a brindar el servicio contratado por los consumidores y la 
idoneidad del mismo, sin importar el número de consumidores que 
adquirieron las entradas y teniendo en consideración que el aforo era 
para 1000 personas, puesto que el deber de idoneidad está por 
encima de un impase económico en el desarrollo del negocio del 
proveedor. 
 
En tal sentido, sí existe una infracción al deber de idoneidad por parte 
de U.L. S.A.C., al cancelar sin un sustento debidamente 
fundamentado en las exoneraciones previstas en el Código, la 
presentaciòn del día domingo 02 de junio del evento “Megaecoferia 
Internacional 2019”, lo cual es reconocido tanto por la Comisión como 
por la Sala. 
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2. Respecto a la responsabilidad solidaria por culpa inexcusable 
del señor P.J.I.R. como Gerente General de U.L. S.A.C. 

 
El artículo 111° del Código, señala que existe responsabilidad de las personas 
que: 
 

Ejerzan la dirección, administración o representación del proveedor son 
responsables solidarios en cuanto participen con dolo o culpa inexcusable 
en el planeamiento, realización o ejecución de la infracción 
administrativa.”. 

 
En el presente caso, el señor P.J.I.R. en su calidad de Gerente General realizó 
distintas acciones en una participación directa en la organización del evento 
“Megaecoferia Internacional 2019”, teniendo un papel no solo gerencial, sino 
también operativo, siendo él mismo quien reconoce haber tomado la decisión de 
cancelar el evento el día domingo 02 de junio de 2019, acción que es el motivo 
del inicio del procedimiento sancionador en su contra y de U.L. S.A.C. 

 
De acuerdo con ello, soy de la posición personal de que sí existió 
responsabilidad administrativa de parte del señor P.J.I.R. como 
representante de U.L. S.A.C., siendo él mismo quien tomó la decisión 
que generó la infracción materia del procedimiento sancionador. 
 
 

3. Respecto a la motivación utilizada por la Sala Especializada en 
Protección al Consumidor, en su Resolución N° 1459-2020/SPC-
INDECOPI.  
 
Considero que, sí existió un incumplimiento de parte de la Sala 
Especializada en Protección al Consumidor a su deber de una debida 
motivación en la Resolución N° 1459-2020/SPC-INDECOPI, 
enmarcándose en una “Deficiencia en la motivaciòn externa” de 
acuerdo con lo determinado por la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional. 
 
Cabe hacer hincapié en el hecho de que el razonamiento realizado 
por la Sala, no evidencia una contrastación con los medios probatorios 
recaídos en el expediente para la realización de la motivación de la 
Resolución. 
 
 

IV.  POSICION FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 
 
 

1. Respecto a la Resolución Final N° 0256-2019/INDECOPI-CHT, 
emitida por la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi 
Ancash - sede Chimbote, su fecha 19 de noviembre 2019, me 
encuentro a favor de la posición esgrimida en la Resolución 
emitida, considerando de que la motivación debió de ser más 
desarrollada. 
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Me encuentro a favor de la Resolución emitida por la Comisión de la 
Oficina Regional del Indecopi Ancash – sede Chimbote, dado que se 
identifica correctamente la infracción cometida por U.L. S.A.C. y su 
responsabilidad no solo en la comisión de la infracción, sino también 
en la previsión de supuestos imprevistos de cualquier tipo, ya sea 
logístico o económico, con tal de garantizar el brindar el servicio 
contratado por los consumidores. 
 
De igual modo, la Comisión identifica correctamente la 
responsabilidad del señor P.J.I.R. como Gerente General de la 
persona jurídica U.L. S.A.C., al haber sido él quien participó de 
acuerdo con sus funciones gerenciales y también operativas de forma 
determinante en la toma de la decisión de la cancelación del evento, 
tal y como él reconoce en los escritos presentados tanto en vía 
administrativa como en su denuncia penal. 
 
Lo cierto es que, el señor P.J.I.R. como representante de U.L. S.A.C. 
y, por ende, también U.L. S.A.C., debieron de haber guardado la 
debida diligencia respecto del aspecto financiero de la organización 
del evento, principalmente de la cobranza de la venta de las entradas 
con el objeto de salvaguardar el deber de idoneidad al que están 
obligados todos los proveedores. 
 
Asimismo, la argumentación planteada en cuanto a que el señor 
P.J.I.R. no resulta responsable por ser el “Gerente General” y que “no 
es posible que tenga conocimiento de las pequeñas transacciones”, 
resultaría aplicable en una empresa de mayor tamaño que maneja 
cientos de trabajadores donde si resultaría comprensible el hecho de 
que no exista posibilidad que el Gerente General participe en una 
dedición de nivel operativo pero, es el caso que U.L. S.A.C. es una 
empresa pequeña en la cual el Gerente General, personificada por el 
señor P.J.I.R., participa en todas y cada una de las decisiones 
cotidianas de la empresa tal y como se ha evidenciado en cada una 
de pruebas aportadas en el expediente y que él mismo reconoce, es 
decir, no solo tiene una participación a nivel gerencial, sino también a 
un nivel operativo. 
 
La única crítica que se puede realizar a la Resolución de primera 
instancia radica en realidad el hecho de que pudieron ahondar más 
en la responsabilidad del Gerente General por culpa inexcusable, de 
modo tal que no hubiera cabido duda de su responsabilidad con una 
argumentación sólida. 
 
 

2. Respecto a la Resolución N° 1459-2020/SPC-INDECOPI, emitida 
por la Sala Especializada en Protección al Consumidor, su fecha 
02 de setiembre de 2020, mi posición es en contra de la misma. 
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Me encuentro en contra de la Resolución antes mencionada, debido 
a que presenta deficiencias en su motivación y no expone los motivos 
por los que resulta “aplicable” la reducción de la multa impuesta a U.L. 
S.A.C. y la exoneración de responsabilidad como Gerente General del 
señor P.J.I.R., responsabilidad que se evidencia de los relatos 
expuestos por él mismo. 
 
Cabe señalar, que la posición planteada por la Sala carece de una 
fundamentación que se contraste o corrobore con los medios 
probatorios recaídos en el expediente, lo que correspondía de parte 
de la actuación de la Sala era la confirmación de la Resolución de 
primera instancia y no una reducción de multa a U.L. S.A.C. y una 
exoneración de responsabilidad al señor Izquierdo en su calidad de 
Gerente General. 
 
Sobre todo, porque se deja como precedente de que, si un “negocio” 
no resulta rentable para algún proveedor, no importan los derechos 
del consumidor y se puede cancelar la ejecución del servicio, lo cual 
genera un evidente daño en la confianza de los consumidores en el 
mercado. 
 

 
V. CONCLUSIONES 

 
 

1. La asimetría informativa que existe entre los consumidores y proveedores, 
es lo que da como producto el derecho del consumidor, debido a que el 
consumidor es el principal motor del mercado y al tener una posición más 
débil requiere de la protección de parte del Estado. 
 

2. Las obligaciones de los proveedores giran alrededor de los deberes de 
idoneidad y de información, las cuales se encuentras limitadas al espectro 
que comprenda el producto o servicio brindado. 
 

3. El deber de idoneidad es la obligación de un proveedor de brindar el 
servicio o producto respetando las garantías legales, explícitas e 
implícitas, de acuerdo a las condiciones que fueron ofrecidas y las 
expectativas razonables que tienen los consumidores sobre los mismos. 
 

4. El deber de idoneidad, no puede ser dejado de lado por impases que 
pudieron ser previstos o debieron ser subsanados por el proveedor. Los 
proveedores siempre deben de garantizar la idoneidad de los productos o 
servicios, de acuerdo a la información relevante que brindan a los 
consumidores. 
 

5. U.L. S.A.C. sí cometió una infracción al deber de idoneidad en perjuicio 
de los consumidores, al cancelar de manera imprevista y sin un sustento 
tangible el cuarto día del evento “Megaecoferia Internacional 2019”, del 
domingo 02 de junio de 2019. 
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6. El señor P.J.I.R., como Gerente General de U.L. S.A.C., no solo 
desempeñaba funciones gerenciales o de dirección, sino también 
funciones operativas y de ejecución. 
 

7. El señor P.J.I.R., sí es responsable administrativamente de la infracción 
cometida por U.L. S.A.C. al ser él, en su calidad de Gerente General, 
quien tomó la decisiòn de cancelar el evento “Megaecoferia Internacional 
2019”, del domingo 02 de junio de 2019, motivo de sanciòn contra U.L. 
S.A.C. 
 

8. La Comisión de la Oficina Regional del INDECOPI Ancash – sede 
Chimbote, determinó acertadamente las responsabilidades tanto de U.L. 
S.A.C., como de su Gerente General, el señor P.J.I.R. 
 

9. La Sala Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI, 
infringió su deber a una debida motivación al presentar “Deficiencias en 
su motivación externa; justificación de las premisas”, ello de acuerdo con 
la jurisprudencia emitida por el Tribunal Constitucional. 
 

10. La Sala Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI, no 
debió de reducir la multa de U.L. S.A.C., ni exonerar al señor P.J.I.R., sino 
que debió de confirmar la Resolución Final de primera instancia. 
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